
C.A. de Concepci nó
Concepci n, diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve. ó

VISTO:

En  esta  causa  RIT  T-281-2018,  RUC  18-4-0120556-6  del 

Juzgado de Letras del Trabajo de Concepci n, sobre tutela laboral poró  

vulneraci n  de  derechos  fundamentales,  declaraci n  de  relaci nó ó ó  

laboral,  cobro de prestaciones adeudadas,  nulidad de despido,  y  en 

subsidio despido injustificado, en Procedimiento de Aplicaci n General,ó  

Rol N 245-2019 del ingreso de esta I. Corte, se ha dictado sentencia°  

definitiva el 10 de abril de 2019, por el juez titular se or Fernandoñ  

Andr s  Stehr  Gesche,  que  no  hace  lugar  a  las  demandas  deé  

vulneraci n de derechos fundamentales, nulidad de despido y despidoó  

injustificado; subsidiaria de despido injustificado, nulidad del despido y 

cobro  de  prestaciones  laborales,  deducidas  por  don  David  Gonzalo 

Mart nez Cofr  en contra del Ministerio de Desarrollo Social.í é

No se conden  en costas al demandante por haber tenido motivoó  

plausible para litigar.

En contra de dicha sentencia interpone recurso de nulidad la 

abogada Rossana Montoya Venegas, por la demandante, el que funda 

en la causal prevista en el art culo 478 letra b) del C digo del Trabajo,í ó  

infracci n manifiesta  de las  normas  sobre apreciaci n de la  pruebaó ó  

conforme a las reglas de la sana cr tica; y en subsidio, invoca la causalí  

prevista en el art culo 477 del C digo del Trabajo, esto es, infracci ní ó ó  

de ley en relaci n a los  art culos  7 ,  1  y 3 ;  163 del  C digo deló í ° ° ° ó  

Trabajo, y 1  y 11  del DFL N  29, texto refundido, coordinado y° ° °  

sistematizado de la Ley N  18.834.°

Pide a esta Corte, en el caso de la causal del art culo 478 letraí  

b), que se acoja la causal de nulidad opuesta, porque la sentencia fue 

pronunciada  con  infracci n  manifiesta  de  las  normas  sobre  laó  

apreciaci n  de  la  prueba,  dictando  la  correspondiente  sentencia  deó  
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reemplazo que ac jala demanda en todas y cada una de sus partes enó  

los t rminos expuestosé

En cuanto a la causal alegada en subsidio, del art culo 477 delí  

C digo del Trabajo, se anule la sentencia en cuanto desconoce unaó  

relaci n laboral, aplica erradamente a la relaci n entre las partes eló ó  

Estatuto Administrativo  y  dicte  una en su reemplazo,  que  acoja  la 

demanda en todas sus partes, con costas

 El tribunal procedi  a la vista del recurso en la audiencia deló  

d a 12 de noviembre de 2019, asistiendo a la audiencia los abogados deí  

las partes, quienes alegaron lo pertinente en defensa de sus respectivos 

intereses.

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que el recurso de nulidad laboral es aqu l medioé  

de impugnaci n, de car cter extraordinario, de derecho estricto y deó á  

invalidaci n que procede s lo contra las sentencias definitivas y por lasó ó  

causales  expresamente  se aladas  en la  ley.  El  objeto del  recurso esñ  

invalidar el procedimiento total o parcialmente, junto con la sentencia 

definitiva, o s lo esta ltima.ó ú

SEGUNDO: Que el recurrente invoca en forma principal,  

la  causal  establecida en el  art culo 478 letra  b)  del  C digo delí ó  

Trabajo, esto es, cuando la sentencia haya sido pronunciada con 

infracci n  manifiesta  de  las  normas  sobre  la  apreciaci n  de  laó ó  

prueba  conforme  a  las  reglas  de  la  sana  cr tica ;í ”  citando  lo 

dispuesto en el art culo 456 del C digo del Trabajo, indicando que ahí ó í 

consagra  el  principio  rector  sobre  apreciaci n  de  la  prueba,ó  

denominado reglas de la sana cr tica, conforme al cual el juez debeí  

tomar en especial consideraci n la multiplicidad, gravedad, precisi n,ó ó  

concordancia y conexi n de las pruebas o antecedentes del proceso, deó  

manera  que  el  examen  conduzca  l gicamente  a  la  conclusi nó ó  

convincente; y que el mismo art culo í impone al juez la sana cr tica.í

Sostiene que en la sentencia recurrida  realiza en una err nea,ó  

incorrecta, e injustificada calificaci n de los servicios prestados por eló  

P
T

X
X

N
H

Z
X

N
F



demandante, al considerar que se trata de aquellos regulados por el 

art culo 11 de la Ley 18.834 del Estatuto Administrativo que expresa:í  

"Podr  contratarse  sobre  la  base  de  honorarios  a  profesionales  yá  

t cnicos de educaci n superior o expertos  en determinadas materiasé ó  

cuando  deban  realizarse  labores  accidentales  y  que  no  sea  las 

habituales  de  la  instituci n  mediante  resoluci n  de  la  autoridadó ó  

correspondiente.  Adem s  se  podr  contratar  sobre  la  base  deá á  

honorarios  la  prestaci n  de  servicios  para  ó cometidos  espec ficosí  ,   

conforme a las reglas generales".

Que el  juez a quo, en el  considerando decimoprimero, indica 

que  "Es dable concluir que los servicios del actor corresponden a un 

cometido  espec fico  de  un  gobierno  en  particular-  el  anterior-  queí  

desarroll  administrativamente  una  unidad de  asesor a  para  asuntosó í  

ind genas en el Seremi de Desarrollo Social del Biob o contratando aí í  

dos  funcionarios  a  honorarios,  que  no  exist a  antes  ni  se  mantieneí  

actualmente".

Que para entender qu  se entiende por cometido espec fico, citaé í  

el Dictamen N  047972N09 del 01 del 09 del 2009 ° de la Contralor aí  

General  de la Rep blica, que sostiene  que por cometido espec ficoú í  

deben  entenderse  aquellas  funciones  que,  aun  siendo  propias  del 

servicio  respectivo,  sean  ocasionales,  transitorias,  finitas  y  no  de 

aquellas  permanentes  del  servicio;  dictamen  que  estableci  que  noó  

puede significar que por la v a de contratar a honorarios, una entidadí  

p blica llegue a desarrollar sus labores permanentes pues, ello vulneraú  

la Ley N  18.883 y las bases mismas de la administraci n del Estado,° ó  

se alando adem s, que la prestaci n de servicios a honorarios ha de serñ á ó  

de  car cter  excepcional  y  eminentemente  transitoria,  puesto  que  laá  

condici n de cometido espec fico se pierde con su reiteraci n en eló í ó  

tiempo en que pasa a transformarse en una labor permanente y, por lo 

tanto,  habitual,  circunstancia  que,  en  ltimo  t rmino,  conlleva  unaú é  

desviaci n de facultades.ó

Que,  de  haber  apreciado  correctamente  la  prueba, 
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necesariamente se habr a tenido que concluir que en el caso de autosí  

se  dan los  elementos  para dar  por establecida la  existencia de una 

relaci n laboral en los t rminos de los art culos 7  y 8  inciso primeroó é í ° °  

del  C digo  del  Trabajo,  pues  lo  que  ligaba  a  las  partes  era  unaó  

relaci n laboral en virtud del principio de la primac a de la realidad,ó í  

ya  que  en  el  caso,  como se  acredit  con  la  prueba  documental  yó  

testimonial  de  ambas  partes,  el  demandante  ten a  un  v nculo  deí í  

subordinaci n  y  dependencia  con  la  demandada,  a  saber,  cumpl aó í  

horario,  debiendo  registrar  asistencia,  recib a  instrucciones  de  suí  

superior  jer rquico  -  EL  SEREMI-  y  deb a  dar  cuenta  de  susá í  

actividades;  durante  los  cuatro  a os  que  trabaj  de  manerañ ó  

ininterrumpida en la repartici n p blica demandada.ó ú

Refiere que la sentencia ha infringido el principio de la l gicaó , 

dentro del cual existe el principio de la raz n suficiente ó por la cual se 

requiere  que  todo  juicio  para  ser  verdadero  debe  encontrarse 

debidamente fundado; que dicha infracci n al referido principio quedaó  

de manifiesto en el considerando p rrafo segundo tercera y cuarta l neaá í  

al se alar " las funciones de las dos personas contratadas como asesoresñ  

responden a un  cometido  espec fico  transitorio";  í y en el  p rrafoá  

primero del considerando se alado establece "  ñ el  actor desarrollaba 

adem s  de  labores  de  coordinaci n  y  consulta  ind gena  graná ó í  

cantidad  de  actividades  en  terreno  con  las  comunidades  que 

visitaba  seg n  sus  informes  mensuales  y  exhibici n  deú ó  

cometidos".  Adem s,  en  el  mismo  considerando  Decimoprimeroá  

p rrafo segundo á el Tribunal reconoce "las labores habituales que 

al Ministerio de Desarrollo Social le corresponden para ejecutar  

el  Convenio  169",  que como ya se explicit  la ejecuci n de dichoó ó  

convenio correspond a al demandante a trav s de la Unidad de asuntosí é  

ind genas de la Seremi de Desarrollo Social del Biob o.í í

Que el sentenciador, por una parte se ala que las labores delñ  

actor  ten a  car cter  de  cometido  espec fico  (cuya  naturaleza  es  serí á í  

esencialmente  excepcionales  y  transitorios);  y  luego reconoce  que el 
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demandante  realizaba  otras  diversas  funciones  y  las  cataloga  de 

habituales,  y  se ala  que  estas  funciones  le  corresponden  alñ  

Ministerio  de  Desarrollo  Social,  con  lo  cual  reconoce  que  son  

FUNCIONES  PROPIAS  DEL  SERVICIO  y  por  ende  NO 

PUEDEN  ENTENDERSE  COMO  COMETIDOS 

ESPECIFICOS,  con lo cual estima que el  sentenciador infringe el 

principio de la l gica fundado en ó el de la no contradicci n, ó  que nos   

indica que,  si  dos  juicios  se  contraponen,  implica  que  ambos  no  

pueden ser verdaderos, porque una misma cosa no puede ser dos cosas  

a la vez o algo que es, no puede no ser al mismo tiempo.

En este mismo orden de cosas, se ala que tal como lo reconoceñ  

el sentenciador, la Unidad de Asuntos Ind genas en la que trabajaba elí  

actor la compon an dos personas, la otra don Erix Lagos, quien porí  

id nticos hechos y circunstancias, en causa de  é Tutela  Laboral  RIT 

T-282-2018  del  mismo  Tribunal  obtuvo  en  primera  instancia 

sentencia  favorable  declar ndose  su  despido  vulneratario  deá  

garant as  constitucionales,  declar ndose  la  existencia  de  laí á  

relaci n laboral regida por el C digo del Trabajo; fallo que fueó ó  

confirmado en todas sus partes por la I. Corte de Apelaciones de 

Concepci n en causa Rol 47-2019.ó

Tambi n estima que la sentencia recurrida ha infringido lasé  

m ximas  de  la  experiencia,  á las  que comprenden  las  nociones  de 

dominio com n y que integran el acervo cognoscitivo de la sociedad,ú  

las  que  se  aprenden  como verdades  indiscutibles;  infracci n  que seó  

produce cuando la sentencia recurrida omite el an lisis l gico de todaá ó  

la prueba, en relaci n con los hechos controvertidos; que conforme aó  

estas  m ximas  de  la  experiencia,  el  correcto  an lisis  de  la  pruebaá á  

rendida permite ponderar acertadamente los hechos y atribuirles las 

consecuencias jur dicas de manera acertada.í

En cuanto a la naturaleza de los servicios prestados; se ala que elñ  

sentenciador  los  cataloga  para  resolver  la  litis  de  "asesor as  alí  

respectivo SEREMI";  aun cuando, estas funciones estaban radicadas 
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en  una  unidad  especializada  dentro  de  la  instituci n,  Unidadó  

denominada de Asuntos Ind genas, y que dentro del organigrama delí  

Ministerio  de  Desarrollo  Social  depende  de  la  Subsecretar a  deí  

Servicios Sociales, espec ficamente radicada en la Unidad Nacional deí  

Consulta y Participaci n Ind gena; que en la regi n del Biob o estabaó í ó í  

conformada por el actor y un colaborador, ( Erix Lagos, testigo en el 

juicio);  funciones  que  tienen  el  car cter  de  permanente  dentro  delá  

servicio;  y  que  en  ning n  caso  pueden  estimarse  como  simplesú  

asesor as,  que  por  definici n  se  entiende  como  "aquella  personaí ó  

dedicada  a  brindar  recomendaciones,  sugerencias  y  consejos  en  su 

mbito  de  especializaci n";  lo  que  dista  mucho  de  las  funciones  yá ó  

tareas que ejecutaba el actor.

Que  en  este  punto  la  prueba  rendida,  a  saber  contratos  de 

honorarios,  informes  mensuales  de  actividades  y  cometidos 

funcionarios,  dan  cuenta  de  ello,  asimismo  la  declaraci n  de  losó  

testigos,  especialmente  don  Erix  Robinson  Lagos  Mart nez,  quiení  

trabajaba en la Unidad de Asuntos Ind genas como colaborador delí  

actor, y quien en su declaraci n expres  latamente y de forma precisaó ó  

todas  las  funciones  realizadas  por  la  Unidad de  Asuntos  Ind genas,í  

entre otras llevar a cabo las consultas ind genas de la regi n del Biob oí ó í  

y uble,  participaci n en los gabinetes regionales y provinciales paraÑ ó  

coordinar inversi n p blica de los distintos ministerios en relaci n a lasó ú ó  

comunidades  ind genas  de  la  regi n,  levantamiento  de  datos  paraí ó  

informes  de  conflictividad  comunidades  ind genas  de  la  regi n,í ó  

interactuando directamente con sus dirigentes.

De  este  modo  el  juez  califica  de  forma  errada  las  funciones 

ejecutadas por el actor contraviniendo las m ximas de la experiencia.  á

Que  en  relaci n  a  la  ó  calificaci n  y  origen  de  las  funcionesó   

encomendadas,  se ala  el  recurrente  que  en el  considerando d cimoñ é  

segundo el juez expresa que: "las labores del actor formaban parte de 

un  cometido  espec fico  en  los  t rminos  explicados,  esto  es,  queí é  

comprende a aquella facultad transitoria de un Gobierno de contratar 
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personal para ejecutar  una pol tica p blicaí ú  particular que en este  

caso  fue  de  mantener  una  unidad  de  asesor a  alí  SEREMI del  

Biob o en materia ind gena".í í

A este respecto manifiesta que el sentenciador ha incurrido en un 

error al considerar como pol tica p blica la í ú OBLIGACI N LEGALÓ  

DEL ESTADO; en cuanto el Convenio 169 de la OIT, DTO. 66 del 

04  de  marzo  de  2014,  Declaraciones  de  pertinencia  de  consulta 

ind gena  y  en  general  toda  legislaci n  que  impone  la  obligaci n  aí ó ó  

Ministerio de Desarrollo Social como nico rgano competente para elú ó  

trabajo con los pueblos originarios en Chile.

Que en lo relativo al origen de las funciones desempe adasñ  

por el actor; sostiene que stas vienen dise adas desde el nivel central,é ñ  

esto es, de la Unidad Nacional de Consulta y Participaci n ind gena,ó í  

creada por Resoluci n Exenta N 0387 de fecha 25 de junio de 2014ó °  

por  el  Ministerio  de  Secretar a  General  de  la  Presidencia  de  laí  

Rep blica, dependiente de la Subsecretaria de Servicios Sociales delú  

Ministerio de Desarrollo Social; y en este punto consigna que es esta 

Subsecretar a de servicios Sociales quien contrat  al actor y no como loí ó  

establece el sentenciador en el considerando Decimo primero al se alarñ  

..." Como una decisi n personal del Seremi de la poca de hacerseó é  

asesorar". En este sentido los sucesivos e ininterrumpidos contratos del 

actor rendidos como prueba documental dan cuenta de ello.

En  cuanto  a  Actos  discriminatorios  y  filiaci n  pol tica,ó í  

se ala que la  sentencia, no aplica el C digo del Trabajo, rechaza lañ ó  

denuncia de tutela, valorando parcialmente la prueba cuestionada para 

justificar el t rmino anticipado de la prestaci n de servicios:é ó

Estima  que  de  la  prueba  rendida,  se  desprenden  indicios 

suficientes  para  estimar  que  el  t rmino  anticipado  del  contrato  deé  

prestaci n de servicios del actor obedeci  a una discriminaci n por suó ó ó  

opini n y afiliaci n pol tica; pues es un hecho p blico y notorio que eló ó í ú  

nuevo  gobierno  que  asumi  en  el  mes  de  marzo  del  a o  2018ó ñ  

corresponde a la coalici n de partidos pol ticos de derecha; para cuyosó í  

P
T

X
X

N
H

Z
X

N
F



efectos se ala que existen los siguientes indicios:ñ

Indicio 1:  Exclusi n de actividades propias de sus labores; poró  

cuanto en base a la declaraci n de sus testigos Erix Lagos y Ang licaó é  

Godoy, se logra establecer que luego de asumido el nuevo gobierno, el 

demandante  comenz  a  ser  excluido  de  sus  actividades,  noó  

llam ndosele a reuniones con jefaturas ni requiri ndosele los informesá é  

correspondientes;  ni  fue  considerado por  el  SEREMI entrante  para 

asistir  al  gabinete  convocado  para  la  provincia  del  Biob o,  ení  

circunstancias que el actor era quien fue convocado por la respectiva 

Gobernaci n para exponer.ó

 Indicio 2: Adem s, conforme al testimonio de don Erix Lagos,á  

tambi n  se  acredit  que  el  d a  27  de  abril  de  2018  el  SEREMIé ó í  

respectivo,  les  requiri  tanto  a  l  como  al  actor,  sin  ningunaó é  

explicaci n que presentaran su renuncia voluntaria y que al negarseó  

ellos a presentarla se dispuso el t rmino anticipado de sus servicios queé  

se concret  a partir del d a 08/05/2018 mediante la dictaci n de laó í ó  

Resoluci n Exenta RA N 119516/160/2018 de 02/05/2018.ó °

Indicio  3:  Nombramiento  de  funcionario,  no  calificado,  para 

cumplir las funciones del actor.

Que  el  sentenciador  estableci  en  el  considerando  D cimoó é  

primero que "El actual Gobierno determin  no mantener la Unidad deó  

Asuntos  ind genas  y  encarg  la  coordinaci n  de  instituciones  yí ó ó  

consultas a otros funcionarios".

Al respecto el  propio actor como el  testigo presentado por la 

demandada,  se or  V ctor  Fierro,  reconocen  que  las  funcionesñ í  

desempe adas  por  el  demandante,  est n  siendo  asumidas  por  donñ á  

V ctor Galleguillos, de profesi n Arquitecto y que se desempe a comoí ó ñ  

coordinador  del  Programa  de  habitabilidad  del  Ministerio  de 

Desarrollo social, ejerciendo parte de las labores sin tener contar con 

ninguna expertisse, conocimiento ni capacitaci n en temas ind genas;ó í  

de lo cual se colegir que su nombramiento fue arbitrario e infundado. 

Que todo ello va dejando en evidencia la motivaci n pol tica queó í  

P
T

X
X

N
H

Z
X

N
F



va impl cita en la decisi n de t rmino anticipado del contrato del actor;í ó é  

a  mayor  abundamiento,  ste  nunca  fue  objeto  de  evaluaci né ó  

profesional y/o de desempe o por parte de la nueva autoridad.ñ

As , la sentencia recurrida entendiendo que los fundamentos paraí  

sustentar  la  desvinculaci n  ser an los  se alados  al  basarse  no en  laó í ñ  

capacidad o idoneidad del actor sino en su opini n pol tica, se avoca aló í  

an lisis de la prueba rendida para determinar si dicha prueba permiteá  

configurar indicios suficientes de la supuesta discriminaci n.ó

Que, tal como lo sostuvo el actor en su demanda, en base a la 

declaraci n de sus testigos David Mart nez y Jaime Monjes, se lograó í  

establecer  que luego de asumido el  nuevo gobierno,  el  demandante 

comenz  a ser excluido de sus actividades, no llam ndosele a reunionesó á  

con  jefaturas  ni  requiri ndosele  los  informes  correspondientes;  y  seé  

acredit  conforme a los mismos testimonios, que el d a 27 de abril deó í  

2018 el SEREMI respectivo, les requiri  tanto a ellos como al actor,ó  

sin ninguna explicaci n que presentaran su renuncia voluntaria y queó  

al negarse ellos a presentarla se dispuso el t rmino anticipado de susé  

servicios,  que se concret  a partir  del  d a 08/05/2018 mediante  laó í  

dictaci n  de  la  Resoluci n  Exenta  RA  N 119516/192/2018  deó ó °  

03/05/2018;  todo  lo  cual  va  dejando  en  evidencia  la  motivaci nó  

pol tica, impl cita en la decisi n de t rmino anticipado del contrato delí í ó é  

actor.

En cuanto a los fundamentos de la causal y an lisis de la pruebaá  

rendida, se ala lo siguiente: ñ

Que la desvinculaci n no obedece a las razones que formalmenteó  

se se alan en la resoluci n que pone t rmino anticipado a la prestaci nñ ó é ó  

de servicios del actor, sino que obedecen a que efectivamente l haé  

manifestado  p blicamente  una  opini n  pol tica  contraria  a  la  queú ó í  

detentan las actuales autoridades de la Seremi de Desarrollo Social de 

la Regi n del Biob o, toda vez que particip  de manera p blica en laó í ó ú  

campa a de Alejandro Guillier; que la opini n pol tica del denuncianteñ ó í  

es  de conocimiento p blico de las nuevas autoridades de la Seremiú  
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demandada; que los testigos del actor est n contestes en la calidad deá  

militante del Partido Dem crata Cristiano de Chile que tiene el actor;ó  

habi ndose  agregado  por  su  parte  un  certificado  extendido  elé  

15/06/2018 por el  Director Regional del  Servicio Electoral  de esta 

regi n,  en que se consigna que el  demandante figura con afiliaci nó ó  

pol tica vigente al Partido Dem crata Cristiano de Chile desde el 06 deí ó  

septiembre de 2012; y tambi n dieron cuenta de esa filiaci n pol ticaé ó í  

sus  testigos  Erix  Lagos,  Ang lica  Godoy y  Germ n Fierro,  quienesé á  

manifestaron que eso era conocido por todos, adem s dieron cuentaá  

que el actor hab a trabajado activamente en la campa a de Alejandroí ñ  

Guillier.

As , sostiene que lí a sentencia recurrida infringe las reglas de 

la Raz n Suficiente, al ó no existir un examen de todos los medios de 

prueba  rendidos  en  el  proceso,  no  existe  ning n  elemento  queú  

conduzca l gicamente a una conclusi n convincente, porque si bien laó ó  

sentencia menciona y enumera los medios de prueba rendidos por las 

partes, qued  meridianamente claro que no hizo un an lisis ntegro yó á í  

acabado de ella. As  pasa con la prueba testimonial rendida por ambasí  

partes,  con  toda  la  prueba  documental,  Convenios,  contrato  y  el 

registro de asistencia que sencillamente obvi  y que fue pasada por altoó  

en  el  fallo,  y  en  el  juicio  se  acredit  fehacientemente  un  hechoó  

totalmente distinto a la conclusi n del tribunal, en cuanto a que lasó  

labores del actor correspondieron a cometidos espec ficos.í

Que a juicio del sentenciador, la legislaci n laboral es inaplicableó  

para  la  administraci n;  un  contrato  de  esa  naturaleza  en  laó  

administraci n  del  Estado  ser a  nulo,  prohibici n  que  se  extiendeó í ó  

tambi n para el juez; que la ley no permite a la autoridad celebrar esteé  

tipo de contratos y en derecho p blico s lo se puede hacer lo que laú ó  

ley  permite;  remiti ndose  expresamente  al  art culo  11  de  la  Leyé í  

N 18.834,  al  definir  el  sistema  jur dico  propio  de  las  personas° í  

contratadas  bajo  esa  forma  y  cuyo  marco  legal  es  asimilable  al 

arrendamiento de servicios profesionales regido por el Derecho Com n,ú  
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antes que al contrato de Trabajo del C digo del ramo.ó

Que  el  sentenciador  manifiesta  en  el  considerando  D cimoé  

segundo, verse imposibilitado legalmente para declarar la relaci n entreó  

el actor y la demandada amparada por el C digo del Trabajo, puestoó  

que la  demandada no tiene  la  posibilidad de suscribir  contratos  de 

trabajo sino nicamente bajo el  amparo del  Estatuto administrativo;ú  

pero en los hechos, de acuerdo a todo lo acreditado por esta parte; y 

por aplicaci n de PRINCIPIO DE PRIMACIA DE LA REALIDAD,ó  

sumado a la nutrida jurisprudencia nacional de Tribunales de primera 

instancia,  Cortes  de  Apelaciones  y  Corte  Suprema,  quienes  han 

declarado la relaci n de trabajadores de contratos a honorarios comoó  

laboral.

Con  todo,  no  existiendo  ponderaci n  de  todos  los  hechosó  

mencionados  precedentemente,  y  constando  del  fallo  que  este  s loó  

menciona los  medios  de prueba,  pero no los  pondera ni  explica el 

motivo por el cual los ignora y omite analizar, refleja vac os y falta deí  

eslabones de fundamentaci n en el fallo que configuran la causal deó  

nulidad que se alega.

En s ntesis, la sentenciadora incurre en el vicio de nulidad ení  

estudio, por cuanto no da las razones suficientes de sus conclusiones, 

realiza  nicamente  referencias  parciales  de  la  prueba,  restando  sinú  

raz n y sin considerar otras pruebas el m rito de la primera, con loó é  

cual  descarta  el  m rito  de  los  contratos  y  omite  los  dichos  de  losé  

testigos,  quienes  contestemente  acreditan  hechos  diversos  a  los 

establecidos caprichosamente por el sentenciador; y que son contrarios 

a la sentencia de un caso id ntico al de autos,( causa Rol 47-2019,é  

caratulada  Lagos  con  Subsecretar a  de  Desarrollo  Social;  Corteí  

Apelaciones  Concepci n);  con lo  cual,  no da respuesta  suficiente  aló  

derecho de las partes a una decisi n judicial fundada, y hace imposibleó  

la revisi n de la decisi n por parte del rgano superior, ya que steó ó ó é  

puede  evaluar  la  ponderaci n  de  la  prueba  nicamente  cuando  esó ú  

expl cita.í
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Finalmente,  en  cuanto  a  la  forma  como  la  causal  ha 

influido sustancialmente en lo dispositivo del  fallo,  indica que la 

sentencia recurrida, de haber aplicado correctamente las reglas de la 

sana cr tica, debiera haber concluido necesariamente que en el caso deí  

autos  se  presentan  los  presupuestos  de  los  art culos  7  y  8  incisoí ° °  

primero del C digo del Trabajo, y que no configuran los requisitos deló  

art culo 11  del Estatuto Administrativo para proceder a declarar laí °  

existencia de una relaci n laboral.ó

Asimismo, la falta de an lisis coherente, razonado y l gico de lasá ó  

pruebas rendidas en el proceso ha permitido a la sentenciadora estimar 

que no se vulneraron derechos fundamentales del actor debiendo haber 

condenado al demandado al pago de las indemnizaciones solicitadas; 

que el legislador exige un m nimum probatorio al actor cuando en elí  

art culo  493  del  C digo  del  Trabajo,  establece  la  necesidad  deí ó  

"indicios", lo que en la especie se concret , incurriendo el sentenciadoró  

en un error  al  no atribuirle y darle m rito probatorio a la  pruebaé  

rendida. 

Si  el  juez  a  quo  hubiese  analizado  debidamente  la  prueba 

aportada  en  el  proceso  conforme  a  la  reglas  de  la  sana  cr tica,í  

especialmente si hubiera atendido a las razones jur dicas y f cticas queí á  

determinaron el t rmino de la relaci n laboral del actor, la sentenciaé ó  

debi  acoger en todas sus partes la denuncia entablada, puesto que eló  

actor  prob  debidamente  haber  sido  objeto  de  la  discriminaci nó ó  

pol tica que reclama, pues el t rmino anticipado de sus servicios noí é  

tuvo un sustento f ctico, jur dico y presupuestario.á í

TERCERO: Que es necesario se alar que el recurso de nulidadñ  

es de derecho estricto, de modo que para su acogimiento es menester, 

en  primer  lugar,  que  formalmente  se  invoque  causa  legal,  que  los 

fundamentos  digan  relaci n  con  la  causal  invocada,  que  contengaó  

peticiones concretas y que el defecto influya en lo dispositivo del fallo. 

La causal contenida en la letra b) del art culo 478 del C digo delí ó  

Trabajo exige que qui n la invoque se ale c mo se dejaron de aplicaré ñ ó  
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las  reglas  de  la  sana  cr tica,  es  decir,  porqu  se  infringieron  lasí é  

m ximas de la experiencia y/o los principios de la l gica y/o de losá ó  

conocimientos cient ficamente afianzados.í

CUARTO: Que de lo transcrito en el fundamento segundo de 

esta sentencia aparece que el recurso planteado por el demandante no 

se ala suficientemente de qu  forma se infringieron los principios de lañ é  

l gica,  o  las  m ximas  de  la  experiencia  o  los  conocimientosó á  

cient ficamente afianzados; e incluso, no contiene peticiones concretas,í  

habida consideraci n que su presentaci n inicial contiene una demandaó ó  

principal de Tutela laboral por vulneraci n de derechos fundamentalesó  

con ocasi n del despido; y una petici n subsidiaria  de demanda poró ó  

despido injustificado; y en su petitorio, se limita a solicitar que se acoja 

la  referida  causal  de  nulidad  opuesta,  dictando  la  correspondiente 

sentencia de reemplazo que acoja la demanda en todas sus partes en 

los  t rminos  expuestos;  sin  haber  solicitado  la  invalidaci n  de  laé ó  

sentencia, y sin precisar cu l de las dos demandas es la que solicita queá  

se acoja, la principal  o la subsidiaria;  todo cual es de trascendental 

importancia, puesto que las peticiones concretas son las que fijan la 

competencia de esta Corte; lo que por s  solo desde ya habilitar a a queí í  

el recurso de nulidad fundado en la causal invocada sea rechazado sin 

m s an lisis.á á

Por  otra  parte,  la  Excma.  Corte  Suprema,  al  referirse  a  la 

valoraci n de la prueba conforme a las reglas de la sana cr tica: haó í  

se alado: Que en esa operaci n intelectual los principios de la l gica,ñ “ ó ó  

las  m ximas  de  la  experiencia  y  los  conocimientos  cient ficamenteá í  

afianzados, fijan l mites al ejercicio de la libertad de apreciaci n, raz ní ó ó  

por  la  que  el  arbitrio  que  plantee  que  dichas  fronteras  fueron 

sobrepasadas  o  desatendidas  por  los  jueces  de  la  instancia  deberá 

puntualizar c mo tal vicio o defecto se concret  en la exposici n de laó ó ó  

valoraci n de determinados medios probatorios que sirven para fundaró  

determinados hechos y circunstancias en que se sostuvo la decisi n.ó ” 

(Sentencia dictada en Causa Rol N 23.092-14).°
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QUINTO: Que,  contrariamente  a  lo  sostenido  por  la  parte 

recurrente,  se han rendido pruebas en el  juicio, las cuales han sido 

debidamente valoradas y analizadas por el sentenciador respetando las 

reglas de la sana cr tica, sin apartarse en ello de las m ximas de laí á  

experiencia,  de  la  l gica  y  de  los  conocimientos  cient ficamenteó í  

afianzados. 

SEXTO: Que en todo caso, debe tenerse presente que lo que se 

exige para estar en presencia de la presente causal invocada, es que la 

infracci n de las reglas de valoraci n de la prueba sea  ó ó manifiesta“ ”, 

esto es, ostensible, indudable, evidente, y no se extiende al caso en que 

la valoraci n de los medios de prueba no corresponda a la apreciaci nó ó  

particular que el interesado hace de los mismos.

  Por lo mismo, y a mayor abundamiento, si bien es cierto que el 

sentenciador  sostiene  en  el  considerando  d cimo primero  que  é "  las 

funciones de las dos personas contratadas como asesores responden a 

un  cometido  espec fico  transitorio";  í en  el  p rrafo  primero  delá  

considerando se alado establece que " ñ el actor desarrollaba adem s deá  

labores  de  coordinaci n  y  consulta  ind gena  gran  cantidad  deó í  

actividades  en  terreno  con  las  comunidades  que  visitaba  seg n  susú  

informes  mensuales  y  exhibici n  de  cometidos",  y  en  el  ó p rrafoá  

segundo el Tribunal reconoce "las labores habituales que al Ministerio 

de Desarrollo Social le corresponden para ejecutar el Convenio 169; 

tales afirmaciones y conclusiones encuentra sustento y explicaci n enó  

sus consideraciones previas, particularmente contendidas en el motivo 

octavo, en cuanto precisa que el inciso primero del art culo 11 de laí  

Ley 18.834, se refiere a labores accidentales que no sean habituales, y 

el inciso segundo, a cometidos espec ficos, respecto de los cuales no seí  

exige el requisito de la accidentabilidad; en base a lo cual explica que 

no es necesario que se trate de una funci n accidental o no habitualó  

para que se pueda contratar a honorarios, sino que tambi n procedeé  

dicha convenci n respecto de cometidos espec ficos- aunque sea paraó í  

una funci n habitual-, ya que constituye una hip tesis distinta, en laó ó  
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que no se impone tal exigencia; motivos por los cuales no se divisa 

infracci n alguna al principio de la l gica en la variante de la raz nó ó ó  

suficiente, ni el de la no contradicci n, como lo postula la recurrente. ó

Por otra parte, en relaci n a lo sostenido por el recurrente, enó  

cuanto a la naturaleza de los servicios prestados, calificaci n y origenó  

de las funciones encomendadas al actor, si bien sostiene que en dichos 

aspectos se han infringido las m ximas de la experiencia, no explica deá  

qu  manera se contravienen tales  m ximas ni mucho menos refiereé á  

cu les ser an las m ximas de experiencia infringidas, y de la lectura deá í á  

sus  extensas  alegaciones  al  respecto,  las  mismas  son  propias  de  un 

recurso de apelaci n, y denotan que en el fondo dicen relaci n m só ó á  

bien  con  la  diferente  apreciaci n  que  tiene  de  la  valoraci n  de  laó ó  

prueba efectuada por el sentenciador; limit ndose a decir que el juezá  

califica  de  forma  errada  las  funciones  ejecutadas  por  el  actor, 

contraviniendo las m ximas de la experiencia; a que el sentenciador haá  

incurrido en error al considerar como pol tica p blica la obligaci n delí ú ó  

Estado en cuanto al Convenio 169 de la OIT, y que las funciones 

desarrolladas por el demandante no obedecen a una funci n p blica,ó ú  

sino a una obligaci n legal para Chile emanada del referido Convenio.ó

Adem s,  las  alegaciones  referidas  a  los  actos  discriminatoriosá  

invocados, son m s propias de un recurso de apelaci n que uno deá ó  

nulidad, y en todo caso se limitan a se alar que se valor  parcialmenteñ ó  

la prueba, infringi ndolas las reglas de la raz n suficiente, y del an lisisé ó á  

que hace el recurrente concluye que se prob  que la desvinculaci nó ó  

obedece  a  la  opini n  pol tica  contraria  que  tiene  el  recurrente  enó í  

relaci n  a  la  que  detentan  las  actuales  autoridades  del  Seremi  deó  

Desarrollo Social dela Regi n del B o B o, toda vez que particip  deó í í ó  

manera p blica en la campa a de Alejandro Guiller. Pero en todo casoú ñ  

de  haber  existido  dicha  infracci n  reclamada,  no  tiene  mayoró  

incidencia, pues, claramente, no ha influido en lo dispositivo del fallo, 

habida  consideraci n  que  no  se  ha  dado  por  acreditada  relaci nó ó  

laboral  alguna,  y,  tal  como se  indica  por  el  sentenciador,  tanto  la 
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demanda  principal  como  la  subsidiaria,  tiene  como  sustento  la 

existencia de un contrato de trabajo.

S PTIMO:É  Que en raz n de lo establecido en los fundamentosó  

que  preceden,  el  recurso  de  nulidad  interpuesto  por  la  parte 

demandante,  basado  en  esta  primera  causal   en  an lisis,  no  podrá á 

prosperar. 

OCTAVO:  Que, en forma subsidiaria, se invoca la causal 

del  art culo  477  del  C digo  del  Trabajo,  esto  es,  cuando  laí ó  

sentencia se hubiere dictado con infracci n de ley que hubiere“ ó  

influido sustancialmente en lo dispositivo del  fallo”, por haberse 

incurrido  en  la  sentencia  infracci n  de  un  conjunto  de  leyes:  Losó  

art culos  7 ,  1  y  3 ,  todos  del  C digo  del  Trabajo;  Art culo  163í ° ° ° ó í  

C digo del Trabajo; y Los art culos 1  y 11  del DFL N  29,  Estatutoó í ° ° °  

Administrativo, Ley N 18.834, exponiendo: °

1) Infracci n de ley por falsa aplicaci n del art culo 7 , 1ó ó í ° ° 

y 3  del  C digo del Trabajo:  ° ó En relaci n al art. 8 , 1  del mismoó ° °  

C digo y 11  del Estatuto Administrativo, se ha incurrido en una falsaó °  

aplicaci n  del  art culo  7  del  C digo  del  Trabajo,  dado  que,  deó í ° ó  

haberla aplicado correctamente, necesariamente se habr a tenido queí  

concluir que en el caso de autos se dan los elementos para dar por 

establecida la existencia de una relaci n en los t rminos del art culoó é í  

citado, y no como lo hizo el sentenciador, quien consider  aplicable eló  

art  11  del  Estatuto  Administrativo;  no  obstante  que  las  Cortes 

Superiores de Justicia, han reconocido el car cter de relaci n laboralá ó  

de los trabajadores a honorarios del Estado, citando al efecto un fallo 

de la Excma. Corte Suprema de Justicia, causa Rol 23647- 2014, y lo 

reconoci  el propio tribunal del trabajo de Concepci n en causa  ó ó T-

282-  2018,  en  relaci n  a  id nticos  hechos,  sentencia  queó é  

posteriormente fue ratificada por la  Iltma. Corte de Apelaciones de 

Concepci n en causa Rol 47-2019; y por lo mismo, ya se encuentraó  

zanjada  la  discusi n  en  el  sentido  esó  factible  aplicar  la  presunci nó  

establecida  en  el  art culo  8  del  C digo  del  Trabajo  a  contratantesí ó  
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vinculados por un acto administrativo y, por lo mismo, como sujetos de 

una relaci n regida por las normas laborales del sector privado. ó

2)  Con  esta  l gica  y  razonable  interpretaci n  quedaó ó  

tambi n en evidencia una infracci n al é ó art culo 1  del C digo delí ° ó  

Trabajo al no ser aplicado al caso de autos , toda vez que su inciso 

2  ° expresa que sus normas no se aplicar n á "a los funcionarios de  

la Administraci n del  Estado centralizada o descentralizada, ...,ó  

siempre que dichos funcionarios se encuentren sometidos por ley  

a un estatuto especial",  agregando su inciso 3  que, "con todo,°  

los:  trabajadores  de  las  entidades  se aladas  en  el  incisoñ  

precedente  se  sujetar n  a  las  normas  de  este  C digo  en  losá ó  

aspectos  a  materias  no  regulados  en  sus  respectivos  estatutos  

siempre que ellas no fueren contrarias a estos ltimos". ú Entonces 

trat ndose en el caso del actor de un trabajador a honorarios, que noá  

est  sometidos a un Estatuto especial, (por no cumplirse los requisitosá  

del art. 11 de la Ley 18.834, (esto es excepcionalidad y transitoriedad  

de  sus  funciones);  DEBEN aplicarse  necesariamente  las  normas  del  

C digo  del  trabajo  y  reconocerse  su  relaci n  laboral  con  eló ó  

demandado.

Como  ya  se  se al  anteriormente,  en  el  caso  sub  lite,  lañ ó  

SEREMI se ci  a la normativa de su Estatuto,  para contratar losñó  

servicios a honorarios del actor,  esto a pesar de que la descripci n deó  

funciones detalladas en los convenios a honorarios, la determinaci nó  

del tiempo, la asignaci n presupuestaria, cl usula pasadas por alto poró á  

el sentenciador.

Por ende, se ha infringido tambi n el é art culo 11  de la Leyí °  

18.834, ya citado, al no ser aplicado debidamente al caso de autos, 

toda vez que en dicha norma, se se ala en su inciso segundo que:ñ  

"ADEMAS,  se  podr  contratar  sobre  la  base  de  honorarios  laá  

prestaci n de servicios para cometidos espec ficos conforme a lasó í  

reglas  generales"  y  como  ya  se  dicho  reiteradamente  en  esta 

presentaci n,  las  labores  desempe adas  por  el  actor  ó ñ no  pueden  ser 
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catalogadas como cometidos espec ficos. í

Se ala que eñ l juzgador razona erradamente en los considerandos 

DECIMO PRIMERO Y DECIMO SEGUNDO, no compartiendo tal 

apreciaci n  porque  el  inciso  2  del  art culo  11  del  Estatutoó ° í  

Administrativo,  reconoce  expl citamente  la  posibilidad  de  contratarí  

sobre  la  base  de  honorarios  la  prestaci n  de  servicios  accidentalesó  

-supuesto  absolutamente  desacreditado  en  autos-;  y  tambi n  paraé  

cometidos espec ficos, que como ya se se al  son caracterizados por suí ñ ó  

excepcionalidad y por esencialmente transitorios, lo que en ning n casoú  

significa que autoriza a que, el contrato incluso recaiga sobre labores 

permanentes  o  habituales  de  la  instituci n  como  lo  ha  dicho  laó  

Contralor a  General  de  la  Rep blica  en  Dictamen  Ní ú ° 

047972N09 de fecha 01 de septiembre del 2009 que estableci  ó “ 

Que no puede significar que por la v a de contratar a honorarios, unaí  

entidad p blica llegue a desarrollar sus labores permanentes pues, elloú  

vulnera  la  Ley  18.883  y  las  bases  mismas  de  la  organizaci n  deló  

Estado. Tambi n se al  que la prestaci n de servicios a honorarios haé ñ ó ó  

de ser de car cter excepcional y eminentemente transitoria, puesto queá  

la condici n de cometido espec fico se pierde con su reiteraci n en eló í ó  

tiempo en que pasa a transformarse en una labor permanente y. por lo  

tanto, habitual.  circunstancia que. el  ltimo t rmino conlleva a unaú é  

desviaci n de facultades". ó

3) Infracci n de ley por falsa aplicaci n del art culo 163 deló ó í  

C digo del Trabajo,  ó con influencia en lo dispositivo del fallo por la 

no aplicaci n de la sanci n establecida en dicha norma, que contemplaó ó  

la indemnizaci n por a os de servicios; norma que ha sido vulnerada aló ñ  

excluirla,  toda  vez  que  el  requisito  esencial  para  subsumir  una 

hip tesis f ctica a su regulaci n es que estemos en presencia deó á ó  

un contrato de  trabajo  que haya  concluido por  un despido,  lo  

que  en  la  especie  existió "despido",  que  es  un acto positivo de 

manifestaci n de voluntad del empleador en orden a poner t rmino aó é  

la  relaci n  laboral,  inconcurrente  en  la  especie,  vulneraci n  que seó ó  
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manifiesta  en  una  falsa  aplicaci n  de  la  regla  del  art culo  11  deló í  

estatuto  administrativo,  ley  18.834,  pues  la  sentenciadora  decide  su 

aplicaci n partiendo de supuestos inexistentes, cuales son una supuestaó  

asesor a, para la ejecuci n de labores accidentales, en virtud de unaí ó  

pol tica p blica. í ú

4) Los art culos 1  y 11  del DFL N  29, texto refundido,í ° ° °  

coordinado  y  sistematizado  de  la  ley  N 18.834,  ° por  cuanto,  el 

sentenciador no reconoce una relaci n laboral, y aplica erradamente eló  

11  del  Estatuto  Administrativo,  haciendo  interpretaci n  forzada  deló  

mismo, desconociendo su real sentido y alcance, lo que no se condice 

con los hechos de la causa, y para los cuales fue creada la facultad de 

contratar funcionarios a honorarios, ejerci ndose por la autoridad unaé  

desviaci n de facultades en desmedro de los trabajadores.ó

Pues  bien,  los  art culos  162  y  163  del  c digo  del  ramo,í ó  

contemplan los tems a indemnizar en caso de un despido injustificado,í  

cuesti n que debi  suceder en el caso sub lite por la aplicaci n de unó ó ó  

sistema  de  indemnizaci n  m s  favorable  en  base  al  principio  proó á  

operario, pues no le corresponde al sentenciador crear estatutos.

En  cuanto  a  la  forma  como  los  errores  de  derecho 

denunciado,  han  influido  sustancialmente  en  lo  dispositivo  del  

fallo, se ala que:ñ

1. - Que si SSa. hubiere aplicado debidamente los art culos 7  delí °  

C digo del  Trabajo, habr a debido acoger las prestaciones laboralesó í  

solicitadas por el actor en su demanda. 

2. Por otra parte, si US. hubiese aplicado correctamente el art culoí  

11  del  referido  Estatuto  Administrativo,  conforme  al  m rito  del° é  

proceso, habr a tenido que determinar forzosamente que las personasí  

que  prestan  servicios  en  cometidos  espec ficos  sobre  la  base  deí  

honorarios  en  la  SEREMI,  se  encuentran  afectas  a  "las  reglas  del 

respectivo contrato", ello en el marco del mismo art. 11 de Ley 18.834, 

esto  es  cumpliendo labores  muy puntuales  ,  de forma transitoria  y 
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excepcional,  situaci n  alejada  de  la  realidad  del  actor,  sin  estaró  

sometidas  al  Estatuto  Administrativo  y  por  ende  debiendo 

necesariamente quedar sometido a la legislaci n laboral.ó

3. - Finalmente, si se hubiera aplicado correctamente el principio pro 

operario, habr a concedido conceptos o prestaciones laborales.í

NOVENO: Que la infracci n de ley, puede consistir en unaó  

contravenci n  formal  a  la  misma,  esto  es,  cuando  se  contradiceó  

derechamente el texto de la norma; en su err nea aplicaci n, o sea,ó ó  

cuando se la interpreta de un modo incorrecto o con alcances err neos;ó  

o,  en  ltimo t rmino,  en su falsa  aplicaci n,  vale  decir,  cuando seú é ó  

aplica a un caso no regulado en ella o se deja de aplicar a un caso 

reglado por ella.

Asimismo, ha de tenerse muy presente en relaci n a la causaló  

que  se  viene  comentando,  que  esta  Corte  en  sede  de  nulidad  se 

constituye en juez de legalidad  y no en juez de m rito , dado que“ ” “ é ”  

los hechos establecidos en la sentencia por el tribunal de la instancia, 

resultan ser inamovibles para estos sentenciadores.

D CIMO:  É Que, para resolver como se dir , lo primero queá  

cabe destacar es que la sentencia recurrida  en  su     considerando  2°   

establece  lo  siguiente: Que,  el  demandante  prest  servicios  a“ ó  

honorarios bajo la modalidad del art culo 11 del La Ley 18.834, queí  

faculta a la administraci n p blica a celebrar contratos a honorarios enó ú  

determinadas hip tesis. Los prest  en tal calidad a partir del d a 1 deó ó í  

junio del a o 2014, hasta el 8 de mayo de 2018, en virtud de diversosñ  

contratos  a  honorarios,  y  se  le  puso  t rmino  al  ltimo  antes  delé ú  

vencimiento  pactado,  correspondiente  el  31  de  diciembre  de  2018. 

Estos hechos no son controvertidos y se acompa aron al proceso losñ  

contratos a honorarios y resoluciones administrativas que los aprueban, 

como tambi n la carta de despido que es de dos de mayo (no 8 deé  

mayo) por la cual se le comunica el t rmino anticipado de su contrato,é  
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en  conjunto  Resoluci n  Exenta  que  dispuso  dicho  t rmino  -  de  laó é  

misma fecha- N  119516/160/2018).°

Consta de dichos antecedentes que fue contratado para cumplir 

funciones de Apoyo Asuntos Ind genas Biob o y que la resoluci n deí í ó  

t rmino indica como motivo del mismo que, el actor, como encargadoé  

de  coordinar  la  unidad ind gena,  no tendr a t tulo  profesional,  soloí í í  

ense anza media, por tanto la cualificaci n para las labores que estñ ó á 

desempe ando, la que estima requiere cualificaci n especializada - a loñ ó  

menos- en materias de gesti n y relaci n con pueblos originarios.ó ó

Se pact  en el ltimo contrato que reg a desde el 1 de enero deó ú í  

2018  al  31  de  diciembre  del  mismo  a o,  la  suma  mensual  deñ  

$1.163.580 como honorario. Sin embargo, el demandante indica como 

base de c lculo en la demanda la suma de $1.130.000. .á ”

Asimismo,  en su considerando 3 ,°  el sentenciador refiri  lasó  

alegaciones de la demandante, en cuanto a que estima que los servicios 

prestados  por  medio  de  los  contratos  de  honorarios  referidos 

constituyen m s bien un contrato de trabajo, por cuanto a su respectoá  

...  concurre  como  requisito  propio  de  dicha  convenci n  la“ ó  

subordinaci n  y  dependencia,  indicando  que,  se  le  retribu a  susó í  

servicios  personales  con  una  remuneraci n  determinada  y  fija,  lasó  

funciones las desarrollaba en una jornada de 44 horas semanales, de 

lunes a jueves desde las 9:00 y el d a viernes desde las 9:00 a las 17:00,í  

registraba  asistencia,  ocupaba  las  dependencias  f sicas  del  servicio,í  

tel fono  m vil,  medios  electr nicos,  etc.  Y  dispon a  de  feriados,é ó ó í  

vacaciones entre otras prestaciones propias de la relaci n laboral... ,ó ”  

alegaciones ante las cuales el sentenciador en forma categ rica se aló ñ ó 

que: “Estos hechos son efectivos y declararon sobre ellos los testigos 

que present  la parte demandante, en particular don Enix Robinsonó  

Lagos Mart nez que trabaj  durante 4 a os con el demandante en laí ó ñ  

Seremi de Desarrollo Social, en la Unidad Ind gena, donde David eraí  

coordinador  y  l  asistente.  Ambos  compart an  oficina.  Tambi n  seé í é  

acompa  el registro de asistencia que da constancia de ese hecho y señó  
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solicit  la exhibici n de los cometidos funcionarios que cumpli  en queó ó ó  

se advierte un control  de actividades que se ejecutaban fuera de la 

oficina. .”

UND CIMO:É  Que  de  lo  anteriormente  expuesto,  se 

desprende claramente que la sentencia recurrida da por establecidos los 

siguientes presupuestos f cticos:á

- Que el demandante prest  servicios a la demandada a partiró  

del d a 1 de junio del a o 2014, hasta el 2 de mayo de 2018, en virtudí ñ  

de diversos contratos a honorarios, y se le puso t rmino al ltimo antesé ú  

del vencimiento pactado, correspondiente el 31 de diciembre de 2018. 

- Que fue contratado para cumplir funciones de Apoyo Asuntos 

Ind genas Biob o y que la resoluci n de t rmino indica como motivoí í ó é  

del  mismo  que,  el  actor,  como  encargado  de  coordinar  la  unidad 

ind gena, no tendr a t tulo profesional, solo ense anza media. í í í ñ

- Que se pact  en el ltimo contrato que reg a desde el 1 deó ú í  

enero de 2018 al 31 de diciembre del mismo a o, la suma mensual deñ  

$1.163.580 como honorario. 

- Que al demandante  se le retribu an sus servicios personalesí  

con una remuneraci n determinada y fija, las funciones las desarrollabaó  

en una jornada de 44 horas semanales, de lunes a jueves desde las 9:00 

y  el  d a  viernes  desde  las  9:00  a  las  17:00,  registraba  asistencia,í  

ocupaba las dependencias  f sicas del  servicio, tel fono m vil,  mediosí é ó  

electr nicos,  etc.,  y  dispon a  de  feriados,  vacaciones,  entre  otrasó í  

prestaciones propias de la relaci n laboral.ó

- Que en cuanto al cometido del funcionario hab a un controlí  

de actividades que se ejecutaban fuera de la oficina.

DUOD CIMO:É  Que, de frente a tales conclusiones a las que 

arrib  el  sentenciador, y teniendo presente que el  recurrente estimaó  

infringidos  los  art culos  1,  3,  7  y  163  del  C digo  del  Trabajo  yí ó  

art culos  1  y  11  de  la  Ley  18.834,  se  hace  necesario  analizar  laí  

normativa del C digo del Trabajo y tambi n lo que dispone el art culoó é í  
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11 de la referida Ley 18.884, que se refiere a las hip tesis que admiteó  

la contrataci n a honorarios.ó

En primer t rmino, preciso es consignar que el inciso 1  delé °  

art culo  1  del  C digo  del  Trabajo,  establece  que  las  relacionesí ° ó “  

laborales  entre  empleadores  y  trabajadores  se  regular n  por  esteá  

C digo, y por sus leyes complementarias .ó ”

Sin  embargo,  el  inciso  2  consagra  una  excepci n  a  la° ó  

normativa  general  que  establece,  se alando  que  la  normativa  delñ  

C digo del Trabajo no se aplica a los funcionarios de la administraci nó ó  

del Estado, centralizada y descentralizada, del Congreso Nacional y del 

Poder Judicial. Tampoco se aplica a los trabajadores de las empresas o 

instituciones  del  Estado  o  de  aquellas  en  que  tenga  aportes, 

participaci n o representaci n.ó ó

Empero esta situaci n excepcional, tiene cabida nicamente enó ú  

los casos que los funcionarios y trabajadores se encuentren sometidos a 

un estatuto especial,  cual  ser a,  en este caso,  el  relativo al  Estatutoí  

Administrativo para Funcionarios P blicos.ú

Sin embargo, esta excepci n, tiene a su vez, en el inciso 3  deó °  

la  norma,  una  contraexcepci n,  que  obliga  a  aplicar   a  dichosó  

funcionarios  y  trabajadores  las  normas  del  C digo  del  Trabajoó , en 

todos los aspectos o materias no reguladas en el  respectivo estatuto o 

en  otros  especiales,  como  ser a  el  Estatuto  Administrativo  paraí  

Funcionarios P blicos. ú

De lo razonado fluye que los funcionarios de la Administraci nó  

del  Estado,  centralizada  o  no,  del  Congreso  Nacional,  del  Poder 

Judicial, y los trabajadores de empresas o instituciones del Estado o de 

aquellas  en  que  tenga  aportes,  participaci n  o  representaci n,  seó ó  

someten al C digo del Trabajo y leyes complementarias del mismo,ó  

que no est n sometidos a un estatuto especial  y aun contando coné  

dicho estatuto especial, en todo aquello no regulado en l siempre queé  

no se oponga a ese marco jur dico.í
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Que, se desprende de dicha norma y del art culo 7  del mismoí °  

cuerpo legal,  la  aplicaci n del  C digo del  Trabajo,  primero a todaó ó  

vinculaci n contractual laboral entre empleadores y trabajadores, en laó  

que concurre la prestaci n de servicios intelectuales o materiales, bajoó  

dependencia  o  subordinaci n,  y  el  pago  de  una  remuneraci n  poró ó  

dicha prestaci n, siendo la dependencia o subordinaci n el elementoó ó  

esencial  y determinante para la calificaci n de una relaci n de esteó ó  

tipo. 

DECIMOTERCERO: Que  de  los  hechos  asentados  en los 

motivos 2  y 3  de la sentencia recurrida, en el v nculo contractual° ° í  

habido entre las partes estaban presentes tales elementos propios de 

una  relaci n  laboral  regida  por  el  C digo  del  Trabajo;  es  decir,ó ó  

servicios intelectuales o materiales, bajo dependencia o subordinaci n yó  

pago de una remuneraci n por dicha prestaci n.ó ó

Por lo anterior, cobra aplicaci n el art culo 8  del C digo deló í ° ó  

Trabajo, que establece: Toda prestaci n de servicios en los t rminos“ ó é  

se alados en el  art culo anterior,  hace presumir la  existencia de unñ í  

contrato de trabajo ; lo cual se ve reafirmado con lo prescrito en el”  

art culo 3  en su letra b) del c digo citado, en cuanto entiende porí ° ó  

trabajador  a  toda  persona  natural  que  preste  servicios  personales,“  

intelectuales  o  materiales,  bajo  dependencia  o  subordinaci n,  y  enó  

virtud de un contrato de trabajo .”

As  las cosas, la prestaci n de servicios personales que hiciera elí ó  

trabajador  demandante  David  Gonzalo  Mart nez  Cofr  a  laí é  

demandada, debe calificarse  como una vinculaci n de tipo laboral,ó  

sujeta  al  C digo  del  Trabajo,  por  haber  sido  realizada  bajoó  

dependencia  y  subordinaci n  y  a  cambio  de  una  remuneraci n,ó ó  

denominada convencionalmente como honorario. 

DECIMOCUARTO: Que por otra parte, el art culo 11 de laí  

Ley 18.834 dispone: Podr  contratarse sobre la base de honorarios a“ á  

profesionales  y  t cnicos  de  educaci n  superior  o  expertos  ené ó  

determinadas materias, cuando deban realizarse labores accidentales y 
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que no sean las habituales de la instituci n,ó  mediante resoluci n de laó  

autoridad correspondiente.

Del  mismo  modo  se  podr  contratar,  sobre  la  base  deá  

honorarios,  a  extranjeros  que  posean  t tulo  correspondiente  a  laí  

especialidad que se requiera. Adem s, se podr  contratar sobre la baseá á  

de  honorarios,  la  prestaci n  de servicios  para  cometidos  espec ficos,ó í  

conforme a las normas generales.

Las personas contratadas a honorarios se regir n por las reglasá  

que  establezca  el  respectivo  contrato  y  no  les  ser n  aplicables  lasá  

disposiciones de este Estatuto.”

DECIMOQUIINTO:  Que  como  se  dijo,  el  recurrente 

subsidiariamente,  funda  su  recurso  en  la  causal  contemplada  en  el 

art culo  477  inciso  1  del  C digo  del  Trabajo,  esto  es,  cuando  laí ° ó  

sentencia  definitiva  se  hubiere  dictado  con  infracci n  de  ley  queó  

hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, causal que 

persigue exclusivamente la revisi n del derecho aplicado, no pudiendoó  

alterarse los hechos asentados por el juez en la sentencia recurrida, los 

cuales son inamovibles para esta Corte.

DECIMOSEXTO: Que, ahora bien, resulta inconcuso que las 

labores prestadas por el demandante al Ministerio de Desarrollo Social, 

para  cumplir  funciones  de  apoyo a  asuntos  ind genas  del  B o B o,í í í  

fueron  continuas,  permanentes,  ininterrumpidas,  se  desarrollaban  en 

dependencias de dicho organismo, bajo subordinaci n y dependenciaó  

de su jefatura conforme a una jornada laboral de 44 horas semanales, 

de lunes a viernes, bajo registro de sus asistencia, prestando servicios 

permanentemente  para  la  demandada,   con  funciones  tales  como 

asistencia y asesor as en materias ind genas, labores de coordinaci n yí í ó  

consulta  ind gena,  gran  cantidad  de  actividades  en  terreno  en  lasí  

comunidades  que  visitaba,  todo  ello  bajo  el  pago  de  estipendios 

mensuales denominados honorarios,  con  feriados y vacaciones,  entre 

otras  prestaciones  propias  de  la  relaci n  laboral,  cuyas  labores  seó  

prolongaron por lo dem s por cuatro a os.á ñ
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Luego,  no cabe duda que las labores del actor dec an relaci ní ó  

con  la  ejecuci n  y  el  cumplimiento  de  los  fines  y  necesidades  deló  

Ministerio de Desarrollo Social, que se extendieron desde el  1 de junio 

de 2014, fecha en que inici  su labores, hasta el t rmino unilateral yó é  

anticipado del contrato con fecha 2 de mayo de 2018, seg n el m ritoú é  

de la carta de despido o cese de la relaci n contractual, labores queó  

ten an  el  car cter  de  habituales  y  permanentes,  en  jornada  laboralí á  

establecida  y  bajo  subordinaci n  y  dependencia,  no  se  trataba  deó  

funciones accesorias, ocasionales, espor dicas o transitorias,  sino queá  

estaban estrechamente  vinculados  al  quehacer  propio del  organismo 

p blico  demandado,  por  lo  que  el  actor  no  fue  ú contratado  por  el 

Ministerio de Desarrollo Social para cumplir funciones accidentales o 

cometidos  espec ficos  en el  marco de una prestaci n de servicios  aí ó  

honorarios como lo sostiene la parte demandada, por m s que dentroá  

de  sus  funciones  tambi n  pudiere  desempe ar  funciones  de  dichasé ñ  

ndole,  sino que estaba ligado a su empleador por una relaci n deí ó  

car cter laboral al amparo de lo que disponen los art culos 7 y 8 delá í  

C digo del Trabajo, como  se evidencia de los hechos asentados por eló  

sentenciador en los motivos 2  y 3  referidos. ° °

Luego,  atendido  los  presupuestos  f cticos  á establecidos  en  la 

sentencia, resulta inaplicable a la situaci n laboral del demandante loó  

dispuesto en el art culo 11 de la Ley 18.834,  y  debe necesariamenteí  

concluirse  que prest  sus  servicios  bajo la  modalidad descrita  en eló  

art culo 7  del  C digo del  Trabajo,  disposici n que le es  aplicable,í ° ó ó  

conforme a lo que prescribe el art culo 1  del mismo cuerpo legal, porí °  

tratarse  de  una  materia  no  regulada  en  los  Estatutos  que  rigen  al 

Ministerio de Desarrollo Social, ni es contraria a stos ltimos.é ú

DECIMOS PTIMO:  É Que,  establecidos  como hechos  de  la 

causa los consignados en el motivo und cimo de este fallo, y respectoé  

de los cuales se ha determinado que se desarrollaron bajo v nculo deí  

subordinaci n  y  dependencia,  la  regla  general  es  que  todas  lasó  

relaciones laborales habidas entre empleadores y trabajadores, quedan 
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bajo la tutela del  C digo del  Trabajo, y porque una conclusi n enó ó  

sentido contrario significar a admitir que, no obstante concurrir todosí  

los elementos de un contrato de trabajo, el trabajador queda al margen 

del  Estatuto Laboral,  en una situaci n de precariedad que no tieneó  

justificaci n alguna; como se ha resuelto por la Excma. Corte Supremaó  

en diversos fallos de unificaci n de jurisprudencia, entre ellos, causaó  

Rol 4.907-2019.

DECIMOCTAVO:  Que,  en  m rito  de  lo  razonadoé  

precedentemente, yerra el juez a quo al dejar de aplicar a la situaci nó  

laboral  del  actor,  los  art culos  1  y  7  del  C digo  del  Trabajo,í ° ° ó  

debiendo aplicarlos, lo que importa una incorrecta aplicaci n de lasó  

normas del C digo del Trabajo, existiendo una errada interpretaci nó ó  

de las mismas, error que influy  sustancialmente en lo dispositivo deló  

fallo, puesto que de haber aplicado las referidas disposiciones legales, 

no habr a rechazado la demanda como lo hizo.í

En  consecuencia,  el  recurso  de  nulidad  impetrado  por  el 

demandante,  fundado en la  causal  del  art culoí  477 del  C digo deló  

Trabajo,  deducido  en  forma  subsidiaria,  ser  acogido  y  anulada  laá  

sentencia  recurrida,  toda  vez  que  dicho  error  ha  influido 

sustancialmente en lo dispositivo del fallo.

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los art culos 1 , 7 ,í ° °  

8 , 474, 479 y 482 del C digo del Trabajo, ° ó SE ACOGE el recurso de 

nulidad impetrado por la parte demandante en contra de la sentencia 

de diez de abril de dos mil diecinueve, dictada en causa RIT T-281-

2018,  RUC 18-4-0120556-6,  del  Juzgado de Letras  del  Trabajo de 

Concepci n, la que, en consecuencia es nula, debiendo dictarse actoó  

seguido  y  sin  nueva  vista,  pero  separadamente,  la  correspondiente 

sentencia de reemplazo.

No se condena en costas del recurso al recurrido, por estimarse 

que tuvo motivos plausibles para oponerse al acogimiento del recurso.

Reg strese, notif quese e ins rtese en la carpeta virtual.í í é
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Redacci n  del  Ministro  Suplente  Sel n  Omar  Figueroaó í  

Araneda. 

No  firma  la  ministra  se ora  Vivian  Toloza  Fern ndez,  noñ á  

obstante haber concurrido a la vista  y al  acuerdo de la  causa, por 

encontrarse con licencia m dica.é

Rol 245-2019. Laboral
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Selin Omar Figueroa Araneda
Ministro(S)
Fecha: 19/11/2019 12:26:38

Carlos Rodrigo Alvarez Cid
Abogado
Fecha: 19/11/2019 12:27:52



Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Concepción integrada por Ministro Suplente Selin Omar Figueroa A. y

Abogado Integrante Carlos Rodrigo Alvarez C. Concepcion, diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve.

En Concepcion, a diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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C.A. de Concepci nó
SENTENCIA DE REEMPLAZO.

Concepci n, diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve.ó

En cumplimiento de lo dispuesto en el art culo 478 del C digoí ó  

del Trabajo, se dicta la siguiente sentencia de reemplazo.

VISTO:

Se reproduce la sentencia anulada, excepto sus fundamentos 7 ,°  

8 , 9 , 11 , 12 , 13 , 14 , 15  y 17 , que se eliminan.° ° ° ° ° ° ° °

Y SE TIENE, EN SU LUGAR, Y, ADEM S, PRESENTE:Á

PRIMERO: Que  lo  expresado  en  los  motivos  und cimo  aé  

decimos ptimo de la sentencia de nulidad precedente,  se tienen poré  

expresamente reproducidos.

SEGUNDO: Que la prueba documental y testimonial rendida 

en la audiencia de juicio ante el tribunal de la instancia, corrobora la 

existencia de una relaci n de subordinaci n y dependencia  entre  eló ó  

actor  David  Gonzalo  Mart nez  Cofr  y  el  Ministerio  de Desarrolloí é  

Social del B o B o, y que sta no se corresponde con un contrato deí í é  

honorarios de car cter civil, en conformidad con lo que prescribe elá  

art culo 11 de la Ley 18.834, como lo sostiene la demandada.í

As  por dem s lo declararon los testigos presentados por el actor,í á  

entre ellos, Erix Robinson Lagos Mart nez, quien dio cuenta del hechoí  

de  haber  trabajado  4  a os  con  el  demandante  en  la  Seremi  deñ  

Desarrollo Social de la Unidad Ind gena, donde David Mart nez eraí í  

coordinador de la Unidad de Desarrollo Ind gena y l asistente, queí é  

compart an oficina, que les fue asignada, donde funcionaba la referidaí  

Unidad, por lo que sabe que ten a  que cumplir horario de trabajo, deí  

lunes a viernes de 09:00 a 18:00 horas, que marcaban un registro de 
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asistencia a la  entrada y a la  salida,  que ten a asignado un correoí  

institucional; agregando que Mart nez trabaj  hasta mayo de 2018, loí ó  

cual le consta porque l tambi n fue despedido en el mismo per odo;é é í  

testimonio que se condice con los asertos de Germ n Fierro Correa,á  

quien trabajaba como abogado en la CONADI y que por lo mismo 

ten a que relacionarse con la Unidad de Desarrollo Ind gena, motivoí í  

por el cual conoci  al actor  desde el segundo semestre del a o 2014,ó ñ  

enter ndose que fue desvinculado en abril o mayo de 2018.á

Y en cuanto a las funciones que desarrollaba el actor para la 

demandada, sus testigos dieron cuenta en forma pormenorizada de las 

mismas, particularmente en su car cter de coordinador de la Unidadá  

de Desarrollo Ind gena, la convocatoria a las consultas ind genas, elí í  

env o de informes de contingencia al Ministerio, ver los temas relativosí  

a la inversi n p blica en el rea ind gena, las visitas a los asentamientosó ú á í  

ind genas, y todo lo relativo al tema ind gena, seg n dio cuenta Lagosí í ú  

Mart nez,  cuyo  conocimiento  acabado  sobre  ello  se  encuentraí  

justificado por el hecho de haber trabajado como su asistente en la 

misma Unidad, quien por lo mismo estuvo en condiciones de afirmar 

que el superior jer rquico del demandante era el Seremi de Desarrolloá  

Social; funciones que en general se condicen con lo indicado por el 

testigo  Fierro Correa, quien tambi n dio cuenta que el actor estaba aé  

cargo de la Consulta Ind gena, y de las organizaciones, vincul ndose lí á é  

desde sus labores en la Conadi con el demandante que se desenvolv aí  

en el Ministerio de Desarrollo Social.

Como tambi n se acredita la concurrencia del demandante a susé  

labores y su obligaci n de asistencia y cumplimiento de jornada laboraló  

por medio del Registro de asistencia de don David Gonzalo Mart nezí  

Cofre, que comprende los periodos entre junio del  2014 al  mes de 

mayo del a o 2018. ñ
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 Quedando tambi n de manifiesto con el m rito lo consignado ené é  

las  cl usulas  primera  y  tercera  de  los  contratos  de  honorarios  yá  

resoluciones  administrativas  que  los  aprueban,  debidamente 

acompa ados, las funciones y horarios de trabajo semanal del actor enñ  

la  Secretar a  de  Desarrollo  Social  del  B o  B o;  como  tambi n  seí í í é  

acredit  el pago de honorarios, que seg n el ltimo contrato, de fechaó ú ú  

26 de diciembre de 2017, alcanza a la suma mensual de $1.163.580, 

contra  presentaci n  de  boleta  de  honorarios;  como  tambi n  seó é  

establece en los mismos contratos que el trabajador tendr  derecho aá  

vacaciones, permisos, licencias m dicas.é

Contrato que finaliz  el 2 de mayo de 2018, seg n da cuenta eló ú  

m rito de la Carta de despido de fecha 2 de mayo del 2018, firmadaé  

por  Rodolfo  Cuevas  Pinto,  jefe  de  departamento  de  personal, 

Subsecretaria de Servicios Sociales, y la copia de Resoluci n Exentaó  

RA N  119516/160/2018, de fecha 02/05/2018, que pone t rmino° é  

anticipado al contrato a Honorarios de don David Gonzalo Mart nezí  

Cofre.

Habi ndose  igualmente  aportado  antecedentes,  en  las  que  seé  

evidencia  el  control  de  las  actividades  que  fuera  de  la  oficina 

ejecutaban el demandante, constituidos por los registros de asistencia 

de don David Gonzalo Mart nez Cofre, que comprende los periodosí  

entre junio del 2014, al mes de mayo del a o 2018, en que se dejañ  

constancia de la condici n en que est  en cada, d a, como por ejemplo,ó á í  

con permiso, ausente, en cometido funcionario. 

TERCERO: Que,  en atenci n a lo  razonado, se encuentranó  

acreditados  los  elementos  propios  de  una  relaci n  laboral  entre  lasó  

partes de esta causa, en los t rminos que describe el art culo 8  delé í °  

C digo del Trabajo y regida por este Estatuto Laboral, como tambi nó é  

la fecha en que la demandada puso t rmino al contrato.é
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CUARTO: Que, no obstante las alegaciones de la demandada, 

negando la existencia de una relaci n laboral regida por el C digo deló ó  

Trabajo,  sosteniendo que el  r gimen aplicable  al  demandante  es  elé  

contenido  en  el  art culo  11 de  la  Ley  18.834,  y  por  lo  mismo seí  

oponga  a  las  peticiones  de  aqu lla,  y  a  la  nulidad  del  despido,é  

indicando, adem s, que debe aplicarse la doctrina de los actos propios,á  

que obliga al demandante con su voluntad manifiesta en el contrato 

que  ejecut ;  lo  cierto  es  que  el  sentenciador  del  grado  dio  poró  

acreditado  en  los  motivos  2  y  3 ,  todos  los  presupuestos  que° °  

configuran  una  relaci n  laboral,  que  se  condice  conforme  a  lo  yaó  

razonado y antecedentes probatorios analizados; por lo que, en suma, 

se tiene por acreditado que el demandante trabaj  para el Ministerioó  

de Desarrollo Social del B o B o desde el  1 de junio de 2014 hasta elí í  

2 de mayo de 2018, fecha sta en que el demandado le puso t rmino aé é  

dicho  contrato,  con  una  remuneraci n  mensual  ascendente  aó  

$1.163.580,  seg n  dio  cuenta  el  ltimo  contrato  suscrito  entre  lasú ú  

partes.

QUINTO: Que sobre la base de tales hechos y su calificaci nó  

jur dica,  fluye  que  la  demandada  no  acredit  la  justificaci n  delí ó ó  

despido del actor, el que fue despedido sin invocar causa legal alguna 

el 2 de mayo de 2018, toda vez que la propia demandada reconoce 

que le  puso  t rmino anticipado al  contrato  del  actor,  fundando  sué  

accionar a que su funci n deb a ser ejecutada por un servidor cuyaó í  

profesionalizaci n  sea  acorde  al  cargo,  y  el  actor  no  posee  t tuloó í  

profesional y solo cuenta con licencia de ense anza media, ninguno deñ  

cuyos motivos se ajusta a alguna causal de terminaci n de contrato deó  

trabajo; por lo que el despido de que fue objeto el demandante, no 

cabe m s que estimarlo injustificado y como carente de causa legal,á  

para todos los efectos legales, en especial para lo previsto en el art culoí  

168 letra b) del C digo del Trabajo.ó
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Habi ndose  establecido  la  existencia  de  una  relaci n  laboralé ó  

entre las partes que se mantuvo vigente entre el 1 de junio de 2014 y 

el 02 de mayo de 2018, sobre el empleador reca a la obligaci n deí ó  

descontar  y  enterar  las  cotizaciones  de  seguridad  social  de  su 

trabajador, por lo que no constando que ellas hayan sido pagadas, se 

acoger  la  demanda  en  esta  parte  ordenando  su  entero  ante  losá  

organismos de seguridad social  correspondientes,  para  cuya base de 

c lculo  habr  de  considerarse  la  suma  a  que  ascendieron  lasá á  

prestaciones  percibidas  por  la  demandante  durante  el  periodo  que 

trabaj  para  la  demandada  y  que  constan  en  los  respectivosó  

documentos  agregadas  al  juicio;  como  tambi n  habr  de  pagar  elé á  

feriado legal correspondiente al ltimo per odo anual devengado, al noú í  

constar su pago.

SEXTO: Que, como se ha venido sosteniendo, la relaci n queó  

vincul  a las partes, no fue una contrataci n a honorarios como loó ó  

afirma  la  demandada,  sino  que  corresponde  a  una  de  naturaleza 

laboral que genera las consecuencias propias de una relaci n regidaó  

por las normas del C digo del Trabajo, debiendo accederse entonces aó  

las indemnizaciones y compensaciones reclamadas por el demandante, 

desde que existe certeza acerca de la extensi n de la relaci n laboraló ó  

entre las partes y el  monto de la ltima remuneraci n mensual delú ó  

actor. 

S PTIMO:É  Que en la presente causa, en lo principal el actor 

dedujo  demanda  de  Tutela  laboral  por  vulneraci n  de  derechosó  

fundamentales con ocasi n del despido, estimando que se afectaron susó  

garant as constitucionales del art culo 19 de la Carta Fundamental, ení í  

sus numerales 2, 16, 17 y 24, se alando que su desvinculaci n se debeñ ó  

a sus opiniones pol ticas y no a su desempe o laboral, mas el meroí ñ  

hecho de pertenecer a un partido pol tico de una tendencia distinta alí  

Gobierno de turno,  no ha resultado suficiente  para estimar que tal 

desvinculaci n  haya  sido  un  acto  de  discriminaci n  en  su  contra,ó ó  
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habida  consideraci n  que  no  se  han  aportado  probanzas  queó  

demuestren la existencia de una conducta de la demandada de la cual 

se desprenda tal motivaci n en la desvinculaci n contractual; mas a nó ó ú  

si se considera que de acuerdo al testigo Germ n Fierro Correa haá  

quedado establecido que con posterioridad a desvinculaci n del actoró  

David Mart nez no se contrat  a otra persona para que realizara susí ó  

funciones,  seg n  lo  se alado  por  Germ n  Fierro  Correa,  quienú ñ á  

entiende que las funciones las asumi  el propio Seremi de la cartera;ó  

en  concordancia  con  lo  afirmado  por  los  testigos  de  la  propia 

demandada V ctor Fierro Gonz lez, que sobre el punto se al  que noí á ñ ó  

se ha contratado a nadie m s y que actualmente las funciones las llevaá  

el Seremi de Desarrollo Social; y Yolanda Contreras Ayala, que se alñ ó 

que actualmente la oficina que ocupaba el demandante se encuentra 

desocupada, no se ha contratado a nadie. 

Por lo dem s, los testigos de la propia demandante no tienená  

claro el motivo del despido, y solo estiman o piensan que debi  haberó  

sido porque no hab a sinton a pol tica , seg n lo afirmado por  Lagosí “ í í ” ú  

Mart nez;  en  tanto  que  el  testigo  Fierro  Correa,  sobre  el  puntoí  

manifest  que se enter  por comentarios que fue desvinculado por suó ó  

posici n pol tica. ó í

Por lo anteriormente expuesto, se desechar n las pretensiones del actorá  

relativas a la desvinculaci n contractual con vulneraci n de garant asó ó í  

fundamentales  y  las  consiguientes  prestaciones  que de ello  pudieren 

emanar. 

OCTAVO: Que no obstante que en una primera aproximaci nó  

pudiere  estimarse  que el  caso sublite  se encontrar a en la  situaci ní ó  

contenida en el inciso quinto del art culo 162 del C digo del Trabajo,í ó  

en definitiva no se dispondr n la sanci n all  contemplada, teniendo ená ó í  

consideraci n para ello lo resuelto recientemente por la Excma. Corteó  

Suprema, en causa Rol 4907-2019, con fecha 25 de julio del a o enñ  
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curso, la cual acogiendo un recurso de unificaci n de jurisprudencia,ó  

establece,  en  lo  pertinente,  que:  considerando  que  el  fallo  solo“  

constat  una situaci n preexistente, debe entenderse que la obligaci nó ó ó  

de enterar las cotizaciones previsionales se encuentra vigente desde que 

comenzaron a pagarse las remuneraciones por parte del  empleador, 

esto es, desde la data en que las partes iniciaron realmente la relaci nó  

laboral .   Agregando:  No obstante  lo expuesto,  trat ndose,  en su” “ á  

origen,  de  contratos  a  honorarios  celebrados  por  rganos  de  laó  

Administraci n del Estado  entendida en los t rminos del art culo 1ó – é í ° 

de la ley 18.575 , concurre un elemento que autoriza a diferenciar la–  

aplicaci n de la  referida instituci n,  cual  es  que  fueron suscritos  aló ó  

amparo  de  un  estatuto  legal  determinado  que,  en  principio,  les 

otorgaba una presunci n de legalidad, lo que permite entender que noó  

se  encuentran  t picamente  en  la  hip tesis  para  la  que  se  previ  laí ó ó  

figura de la nulidad del despido .”

Dispone dicha sentencia que:  En otra l nea argumentativa,  la“ í  

aplicaci n en estos casos  de la instituci n contenida en el art culoó – – ó í  

162 del C digo del Trabajo, se desnaturaliza, por cuanto los rganosó ó  

del Estado no cuentan con la capacidad de convalidar  libremente el 

despido en la oportunidad que estimen del caso, desde que, para ello, 

requieren,  por  regla  general,  de  un  pronunciamiento  judicial 

condenatorio,  lo  que  grava  en  forma  desigual  al  ente  p blico,ú  

convirti ndose  en  una  alternativa  indemnizatoria  adicional  para  elé  

trabajador,  que  incluso  puede  llegar  a  sustituir  las  indemnizaciones 

propias del despido .”

Termina  se alando  la  mencionada  sentencia:  Por  lo  razonado,  noñ “  

procede aplicar la nulidad del despido cuando la relaci n laboral seó  

establece con un rgano de la Administraci n del Estado y ha devenidoó ó  

a partir de una vinculaci n amparada en un determinado estatuto legaló  

propio de dicho sector . ”
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 Lo anterior no altera la obligaci n de enterar las cotizaciones“ ó  

previsionales  adeudadas  por  el  per odo  en  que  se  reconoci  laí ó  

existencia de la relaci n laboral . ó ”

Por lo expuesto, en el caso sublite, estos sentenciadores no har ná  

lugar a la petici n de la actora en orden a  declarar la nulidad deló “  

despido , ni la sanci n prevista en el art culo 162 inciso quinto del” ó í  

C digo del Trabajo, sin perjuicio de la obligaci n de la demandada deó ó  

enterar  las  cotizaciones previsionales  adeudadas por todo el  per odoí  

trabajado  y  respecto  del  cual  se  ha  reconocido  la  existencia  de  la 

relaci n laboral, esto es, entre el 1 de junio de 2014 hasta el 2 de mayoó  

de 2018.

NOVENO: Que en cuanto a las indemnizaciones demandadas 

por el actor, fundadas en los art culos 489 inciso tercero, y 495 N  3í °  

del C digo Penal, habidas consideraci n que ellas tiene su origen en unó ó  

despido con vulneraci n de garant as  fundamentales,  y dado que laó í  

demanda ser  rechazada en dicha parte, no se har  lugar a las mismas.á á  

D CIMO:É  Que, no obstante que conforme a la prueba rendida 

se estableci  que la ltima remuneraci n mensualmente pactada en eló ú ó  

contrato del actor era la suma de $ 1.163.580, para efectos de fijar las 

prestaciones e  indemnizaciones pertinentes, se tendr  como base deá  

c lculo  la  suma  de  $1.130.000  referida  por  el  demandante  en  susá  

peticiones.

Por las razones anotadas, normas legales citadas y lo dispuesto en 

los art culos 1, 2, 3, 4, 7, 8, 45, 63, 161, 162, 163, 168, 173, 445, 446í  

a 459 del C digo del Trabajo, y 1698 del C digo Civil,  se declara:ó ó

I.-  Que  SE  RECHAZA,  sin  costas,   la  demanda  de  tutela 

laboral por vulneraci n de derechos fundamentales, deducida por donó  

David Mart nez Cofr  en contra del Ministerio de Desarrollo Social delí é  

B o  B o,  y,  consecuencialmente,  las  prestaciones  e  indemnizacionesí í  

demandadas al efecto. 
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II.- Que  SE ACOGE, la demanda por despido injustificado y 

cobro  de  prestaciones  deducida  por  don  David  Mart nez  Cofr  ení é  

contra del Ministerio de Desarrollo Social, declar ndose que la relaci ná ó  

contractual que suscribieron fue de car cter laboral, aplic ndose a esteá á  

respecto  las  normas  del  C digo  del  Trabajo;  que  tal  relaci n  seó ó  

extendi  desde el 1 de junio de 2014 hasta el 02 de mayo de 2018 yó  

que el despido es injustificado.

III.- Que, en consecuencia, la demandada deber  pagar al actorá  

las siguientes prestaciones: 

a)  La  suma  de  $  1.130.000,  por  concepto  de  indemnizaci nó  

sustitutiva del aviso previo. 

b) La suma de $4.520.000, por concepto de indemnizaci n poró  

cuatro a os de servicios. ñ

c)  La suma de $2.260.000, por concepto del 50% de recargo 

legal de la indemnizaci n anterior, de conformidad con el art culo 168ó í  

letra b) del C digo del Trabajo.ó

d)  La suma correspondiente a feriado legal por el ltimo per odoú í  

ntegro devengado, seg n se determine en la etapa de cumplimiento deí ú  

la sentencia.

e)  Cotizaciones  previsionales  por  todo  el  per odo  trabajado,í  

debiendo oficiarse, en su oportunidad, a las entidades a que haya lugar.

IV.- Que las sumas se aladas deber n pagarse con los reajustes eñ á  

intereses que establecen los art culos 63 y 173 del C digo del Trabajo.í ó

V.- Que  SE RECHAZA la demanda en lo tocante a declarar 

nulo el despido, y a aplicar la  sanci n prevista en el art culo 162 incisoó í  

quinto del C digo del Trabajo.ó

VI.- Que, no se hace lugar a lo dem s pedido en la demanda.á
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VII.- Que no se condena en costas a la parte demandada, por 

estimarse que tuvo motivos plausibles para litigar.

Reg strese,  notif quese,  ins rtese  en  la  carpeta  virtual  yí í é  

devu lvase.é

Redacci n del Ministro Suplente Sel n Omar Figueroa Araneda.ó í

No  firma  la  ministra  se ora  Vivian  Toloza  Fern ndez,  noñ á  

obstante haber concurrido a la vista  y al  acuerdo de la  causa, por 

encontrarse con licencia m dica.é

Rol 245-2019. Laboral.
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Selin Omar Figueroa Araneda
Ministro(S)
Fecha: 19/11/2019 12:26:40

Carlos Rodrigo Alvarez Cid
Abogado
Fecha: 19/11/2019 12:27:55



Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Concepción integrada por Ministro Suplente Selin Omar Figueroa A. y

Abogado Integrante Carlos Rodrigo Alvarez C. Concepcion, diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve.

En Concepcion, a diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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